Carátula 
(Ingresa a Sala la Asociación Pro Discapacitado Mental APRODIME) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el gusto de recibir y escuchar los 
planteos que deseen realizar. 


SEÑORA LAGURARA.- Soy Presidenta de la Asociación Pro Discapacitado Mental de Paysandú (APRODIME). A continuación, 
voy a hacer la presentación de la institución, el doctor Fagetti hablará luego sobre el proyecto de ley que estamos propiciando y el 
señor Insalisti se referirá a la parte correspondiente a la FUAP, sobre un tema muy querido que son los hogares. 


La FUAP es la Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con Capacidades Mentales Diferentes, y agrupa una 
cantidad de instituciones de todo el país. Nuestro grupo es de carácter departamental, mientras que la FUAP tiene alcance 
nacional. 


APRODIVE es la Asociación Pro Discapacitado Mental y fue fundada en 1967, por lo que acaba de cumplir 36 años de vida. Tiene 
personería jurídica aprobada desde diciembre de 1989 y a partir de 1994 se une con otra institución de Paysandú que se dedicaba 
a niños en edad escolar y cuya denominación Bárbara Inelder, integra también el nombre de nuestra institución. La llamamos 
APRODIME porque es la que tiene personería jurídica. 


¿Qué es lo que perseguimos con esta Asociación? Fundamentalmente, pretendemos brindar una atención integral para las 
personas con capacidad diferente; eso quiere decir abarcar y mejorar toda la calidad de vida de esta gente. Desarrollamos nuestra 
tarea en lo que llamamos el Centro Educativo de Atención Integral. En octubre de 1998 APRODIME habilitó este Centro Educativo, 
que cuenta con noventa alumnos y que está desarrollado en tres áreas: una de estimulación temprana, que va de O a 5 años; otra 
escolar, con niños de 5 a 14 años; y la de talleres, que va de los 14 años hasta la edad adulta. 


Tal vez ustedes ya hayan escuchado de la presencia de áreas escolares y de talleres para personas con capacidades diferentes. 
La última adquisición ha sido la sala de estimulación temprana que, realmente, nos llena de orgullo. Allí se trata a los niños desde 
que nacen. Pensemos que si en un chico común los tres primeros años de vida son de especial interés para estimularlo, en otro 
que tiene capacidades diferentes, es fundamental atenderlo desde que nace. Cabe destacar que tenemos quince niños pequeños 
en lista de espera. A partir de que en el Hospital de Paysandú se instituyó el área de cuidados intensivos pediátricos, hemos 
recibido niños con un peso de tres cuartos kilos en adelante, de manera que el trabajo es realmente muy arduo, amplio -pues 
intervienen fonoaudiólogos y fisiatras, por ejemplo- y también, sobre todo, bastante costoso. Este último aspecto será desarrollado 
más adelante por el señor Fagetti. 


Cabe agregar que el trabajo se realiza con treinta docentes, y aquí estamos hablando de maestros especializados, médicos, 
profesores de educación física, psicólogos, psiquiatras, fonoaudiólogos, técnicos en jardinería, etcétera. 


Consideramos importante destacar cómo conseguimos el local de APRODIME que, realmente, es muy lindo, muy confortable, y 
ojalá algún día pudieran conocerlo. La vía que utilizamos fue la de los convenios. Así, firmamos dos con el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas y uno con el Banco de Previsión Social. Cabe señalar que nos ayudó la Intendencia Municipal de Paysandú, 
además de una cantidad de industrias de ese departamento que siempre colaboran con nosotros. A su vez, después de haber 
firmado los dos convenios con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el ingeniero Cáceres nos manifestó que estaba abierto 
a cualquier tipo de convenio con nosotros porque siempre cumplimos puntualmente con lo que nos correspondía. De esta manera, 
pudimos acceder a un edificio confortable, pero que hoy, indudablemente, nos resulta chico. 


¿Cómo nos mantenemos? ¡Ay, qué doloroso! Este es el asunto bravo. Fundamentalmente, lo hacemos con el beneficio de 
asistencia especial que nos brinda el Banco de Previsión Social que, para nosotros, es vital. Tenemos socios y, además, recibimos 
un subsidio del Estado cada cuatro años, pero si nos falta dicho beneficio, sentimos que nos falta el aire, y debemos decir que, en 
este momento, existe una cantidad de limitaciones con relación a éste. 


Por nuestra parte, hemos hecho la presentación de la institución y a continuación el señor Fagetti tomará el uso de la palabra. 


SEÑOR FAGETTI.- Soy el Secretario de APRODIME. Ante todo, quisiera acotar que cuando nos confirmaron la fecha de esta 
reunión, hace tres días, nos encontrábamos en Montevideo y, por ende, no pudimos traer unas muy habilidosas carpetitas, 
preparadas por nuestros docentes y padres. De cualquier manera, disponemos de un resumen de los datos brindados por la 
Presidenta, señora Lagurara. 


Me gustaría mencionar un dato concreto -que quizás quedó sin fijar- para que los señores Senadores vayan teniendo una idea de 
la dimensión que el tema de la discapacidad tiene en este momento en nuestro departamento. La señora Lagurara señalaba que 
teníamos quince niños, entre recién nacidos y hasta los cuatro años, en lista de espera, pero tenemos veinte que ya están en 
actividad. Después viene la etapa de preescolares, escolares y talleres. 


A su vez, la señora Presidenta había comenzado a señalar cuáles son nuestros ingresos. Pues bien, nuestro ingreso principal -tal 
como lo dijo- proviene del beneficio de asistencia o ayuda especial del Banco de Previsión Social, por el cual, en este momento - 
según datos de hace dos meses- percibimos la suma de $ 155.589. Esto constituye el 77% de nuestros ingresos. También 
recibimos un 15% por el hecho de que la institución está comprendida en el artículo respectivo de la Ley Presupuestal que 
establece subsidios para unas treinta instituciones que ustedes perfectamente conocen. En cuanto al resto de los aportes, 
debemos decir que, en total, constituye un 13%; un 5% de ellos proviene de los padres, y un 8% de colaboradores. 


Tal vez llame la atención el hecho de que los padres aporten sólo un 5%. En realidad, eso indica un poco lo que es nuestra 
institución. Precisamente, de acuerdo con un estudio que hemos realizado -del que dejaremos un ejemplar- un 28% de nuestras 
familias pertenece a la categoría de indigentes; a su vez, un 31% se encuentra por debajo de la línea de pobreza; el 82% de los 


familiares, es decir, de los padres, no percibe salarios suficientes, dada la cantidad de integrantes de la familia, que se ubica en un 
índice de 4,49. Entonces, los señores Senadores habrán notado la importancia numérica que tiene para nosotros el beneficio de 
asistencia especial. Para nosotros implica entre el 73% y el 77%, según los meses. Para la Asociación Down de Paysandú, que es 
la segunda institución en importancia, aunque no cuenta con 90 alumnos como nosotros sino que tienen 50 ó 52, representa el 90% 
de sus ingresos. 


¿De dónde sale este beneficio de asistencia especial y por qué queremos transformarlo en ley? Si me permiten, voy a hacer 
mención a un documento que tengo en mi poder. En el año 1993, el Banco de Previsión Social creó el Beneficio de Asistencia 
Especial con destino a pensionistas por invalidez y a tributarios de Asignaciones Familiares con hijos a cargo, que padezcan 
retardo o invalidez y asistan a escuelas o institutos que atiendan su rehabilitación desde el punto de vista educativo y recreativo. La 
reglamentación del beneficio fue comunicada por Circular N* 28 e incluye, entre otras disposiciones, la opción para autorizar el 
cobro del beneficio a favor del instituto de rehabilitación, mediante firma del gestionante. 


Por dicho beneficio, que también es denominado ayuda especial, el Banco de Previsión Social paga desde el 1? de enero de este 
año -ya que este beneficio se adecua anualmente según la variación del costo de vida- $ 1.597 mensuales por cada alumno, a 
quien se le otorga por resolución expresa y personal. Este rubro constituye el porcentaje que ya mencionamos. 


Durante el año 2002, el Directorio del Banco de Previsión Social proyectó limitar el beneficio excluyendo a los mayores de 18 años, 
pero las gestiones que cumplieron algunas instituciones y el apoyo progresivo de todos los Directores, permitió mantener el 
régimen establecido mientras se proyectaba un nuevo reglamento. No obstante ello, en la práctica ocurre que al llegar nuestros 
chicos a los 18 años, en términos generales, aunque exista alguna causal que pueda complementar lo de la edad, se pierde el 
beneficio y hay que empezar de nuevo la lucha para que la familia respectiva recupere el beneficio. Nosotros estamos en 
desacuerdo con esto, pero no tenemos que discutirlo con ustedes sino con el Banco de Previsión Social, quien siempre ha estado 
abierto y con el que mantenemos un buen diálogo. No estamos de acuerdo en que cuando un chico Down llega a los 18 años, se 
elimine la ayuda argumentando la patología y la edad. No lo estamos porque la ley no dice eso y porque el beneficio cuya 
expresión legal estamos procurando tampoco lo plantea. 


Entendemos que la rehabilitación integral debe apreciarse en un concepto dinámico que ha evolucionado con el tiempo. Para 
entenderlo consideramos a la persona como un ser integral bio psico social y no sólo desde el punto de vista médico clínico. Por 
ello debe afirmarse que el discapacitado necesita siempre una atención integral, brindada en nuestras instituciones por un equipo 
multidisciplinario que busca la integración de la persona a su medio. 


APRODIME impulsó la idea de consagrar el beneficio en una ley, que finalmente se concretó en un proyecto presentado por el 
señor Senador Larrañaga, que actualmente está a consideración de esta Comisión. 


En resumen, ¿por qué entendemos que hay que darle reconocimiento legal a este beneficio? Porque la Ley N* 16.095, que 
establece el vigente sistema de atención integral de las personas discapacitadas, en su artículo 6% determina el amparo del Estado 
no sólo a los discapacitados, sino también a las entidades de acción social, con personería jurídica, cuyos cometidos específicos 
promuevan la prevención, desarrollo e integración de las personas impedidas. Por tratarse de una ayuda al discapacitado y, por 
extensión, a las instituciones, el beneficio no se debe eliminar. Si esto ocurriera, se ocasionaría un problema irreparable por cuanto 
las instituciones dejarían de funcionar y de atender a un gran número de discapacitados que no tienen lugar en la escuela pública. 


También entendemos -y se refleja en el proyecto de ley- que la administración de dicho beneficio debe continuar a cargo del Banco 
de Previsión Social, con destino a las instituciones que atiendan la rehabilitación integral, en el concepto que establece el artículo 4? 
de la ley citada. Hemos analizado con el Presidente del Banco de Previsión Social -y en esto hacemos fundamental hincapié- en 
una reunión de dos horas que tuvimos el año pasado, que las instituciones deben ser controladas en su funcionamiento e 
inspeccionadas por las autoridades correspondientes. Esto es absolutamente necesario porque si las instituciones que no cumplen 
correctamente con la función de atención al discapacitado también son beneficiarias, luego el monto destinado a este rubro no 
alcanza. Además, el beneficio debe otorgarse a los discapacitados, cualquiera sea su edad, por los fundamentos ya expuestos y sin 
que dependa del goce de la pensión, sino de la concurrencia a los centros que atienden su rehabilitación en las distintas áreas: 
médicas, laborales, educativas, sociales y recreativas. El pago, hasta ahora, debe trasladarse por los padres a las instituciones. La 
anunciada pretensión de pagarse directamente a los padres, sin autorizar el traslado, hace peligrar el destino del dinero para 
atender otras necesidades. Es fundamental que esto no ocurra en protección del discapacitado. 


Podemos aclarar a los señores miembros de la Comisión que este tema lo hemos analizado y discutido con cada uno de los 
miembros del Directorio del Banco de Previsión Social. 


Asimismo, entendemos que la ley debe establecer la obligación de una carga horaria para las instituciones, no como ocurre ahora 
donde no se cuenta con una carga horaria exigida. Nosotros pensamos que la carga horaria para la atención al discapacitado debe 
ser por lo menos de cuatro horas diarias. En realidad, es nuestra aspiración -estamos tratando de obtener recursos para ello- llevar 
dicha carga horaria a ocho horas, porque en definitiva nuestras instituciones representan, dada la forma y organización que tienen, 
el segundo hogar y, en algunos casos, el primero. 


Por otro lado, consideramos que debe evitarse el funcionamiento de instituciones con fines especulativos. Creemos que en el futuro 
-aquí nuestra ambición llega al límite- el Banco de Previsión Social debe organizar el pago del beneficio a todos los discapacitados 
que asistan a institutos y escuelas. Es de destacar que aumenta cada vez más el número de personas sin pensión que no tienen 
recursos personales o familiares para atender su rehabilitación. 


Pido disculpas por la extensión de mi exposición. De todos modos, el resumen que he tratado de hacer figura en los documentos 
que dejo en manos de la Comisión por si puede ser de utilidad. 


Confiamos en que lo expresado en el día de hoy sea analizado y considerado por los señores Senadores y se modifique, en lo que 
sea pertinente, el proyecto de ley que está a estudio. Lo que sí pedimos es urgencia, pues estamos sumamente preocupados al 
respecto. El amague del año pasado no ha desaparecido del todo; nosotros entendemos la situación que vive el Uruguay, pero nos 
preocupa que en el país se recorten recursos que deben ir para los discapacitados. 


Como formamos parte de la Federación de Instituciones, nos acompaña el señor Néstor Insalisti, que es uno de sus integrantes. Lo 
hemos invitado a acompañarnos porque ellos han trabajado con nosotros en todo este asunto. Si disponemos de cinco minutos 
más, el señor Insalisti va a hacer uso de la palabra para que los señores Senadores aprecien que no nos quedamos solamente con 
este proyecto, pues estamos luchando por algo que se hace cada vez más necesario, que es la creación de hogares para los 
discapacitados. 


SEÑOR INSALISTI.- Aquí estamos representando a las únicas personas que no tienen la capacidad de representarse a sí mismos, 
por lo que nos tenemos que constituir en su portavoz. La discapacidad intelectual es algo que cuesta hacer entender. Debo aclarar 
que no existe ningún censo al respecto, pues en el último que se realizó no logramos que se involucrara esa pregunta por los 
costos que conllevaba, pero se puede decir que se trata de una población bastante grande que, a su vez, es la que cuenta con 
menores recursos. 


Cuando a nivel del Banco de Previsión Social se insiste en recortar, a nosotros se nos hace muy difícil hacer comprender que los 
beneficiarios tienen muy bajos recursos. Además de esto, y tal como expresaba el señor Fagetti, lo que también nos mueve a estar 
presentes hoy aquí es que estamos embarcados en algo que es lograr un marco regulatorio para la formación de hogares. Esto no 
representaría generar una ley; nosotros elaboramos algo que presentamos en el Ministerio de Salud Pública y en la Intendencia 
Municipal de Montevideo donde planteamos que debe exigirse -porque está pasando con las casas de salud- que se cumpla con 
los mínimos indispensables de asistencia. 


En el pasado, los discapacitados intelectuales -al igual que en otros tipos de discapacidad- al llegar a los 30 ó 35 años, fallecían, 
pero hoy no existe más esta situación y sobreviven a los padres. En el mundo de hoy, donde en una casa trabajan todos porque es 
necesario que eso ocurra, el discapacitado intelectual queda sin soporte. El discapacitado intelectual es dependiente de por vida, 
desde que nace hasta que fallece. 


El tema hogares está asociado al de los recursos del Banco de Previsión Social. Si bien no queremos ser un parásito y recibir 
dinero del Estado, queremos tener un aporte que contribuya al mantenimiento de esos hogares. En este momento ese aporte se 
hace a las instituciones, las que podrán tener los hogares, que deberán ser administrados por los propios padres. No queremos 
generar una institución más del Estado, sino que los padres deben ser los cogestionantes. Para eso deberán obtener en el 
Ministerio de Educación y Cultura, a través de la Dirección General de Registros, la condición de organización sin fines de lucro, la 
que deberá ser auditada también por el Estado. De esta forma, por un lado, el Estado tendrá la garantía de que lo que aporta es 
correctamente utilizado, y por otro lado, se mantiene el concepto de familia y el discapacitado podrá seguir teniendo lo que tuvo 
durante una etapa de su vida. 


Por tanto, quisiéramos que los señores Senadores aceleraran el trámite o plasmaran esto en el articulado, lo que significaría un 
apoyo muy grande a quienes no pedimos que se nos incrementen recursos. Nosotros queremos seguir funcionando, pero con un 
apoyo. Además, ese apoyo debe ser constante porque de lo contrario no se puede planificar. Si a los seis meses dejan de llegar los 
recursos o comienza el desánimo de los padres porque creen que no se les va a otorgar más -a muchísimos se les ha cortado sin 
aparentes razones para ello- se hace difícil planificar un trabajo a mediano o largo plazo. Por eso es que reivindicamos la gestión 
de APRODIME que prevé la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado con atención lo que ustedes han planteado ya que es un tema que interesa mucho y 
que vamos a seguir analizando. Naturalmente, vamos a quedar en contacto por cualquier ampliación que sea necesario hacer. De 
todas maneras, como ustedes nos han dicho que los tomó de sorpresa esta invitación, si desean pueden agregar más material, que 
recibiremos con gusto. 


Agradecemos su presencia y luego la Comisión deliberará sobre el tema. 


SEÑORA LAGURARA.- Agradecemos mucho que nos hayan recibido, porque es muy reconfortante cuando uno se dedica a este 
tipo de tareas, tener un auditorio que lo escuche. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 59 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


